LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

SANCIONA CON FUERZA DE:

LEY

ARTÍCULO 1°.- 
Los Magistrados, funcionarios y empleados que desempeñaren activamente sus servicios en el Poder Judicial de la Provincia de Entre Ríos intervenidos durante la última dictadura militar que hayan sido cesanteados, declarados prescindibles u obligados a renunciar, por motivos políticos o gremiales en el periodo comprendido entre el 31/7/1974 y el 10/12/83, serán beneficiarios de un Régimen Especial de jubilación establecido por la presente ley. 

ARTÍCULO 2°.- 
La solicitud del beneficio se hará ante la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Entre Ríos, en adelante la Caja, que reviste el carácter de Autoridad de Aplicación de la presente. 

ARTÍCULO 3°.- 
La Caja tendrá a su cargo la recepción y examen de la documentación que acredite que las personas que se presenten a solicitar el beneficio estén comprendidas en los términos de la presente ley. 

ARTÍCULO 4°.- 
Será condición de admisibilidad para obtener el beneficio la presentación del acto administrativo por el cual se produjo el ingreso al cargo de referencia así como el que dispuso el cese en el mismo, acreditando fehacientemente la causa política o gremial que originó la cesación, de acuerdo a las normas vigentes a esas fechas. No podrán acceder al beneficio quienes hubieren optado por cualquier otro percibido por igual concepto a través de normas nacionales, provinciales o acciones judiciales planteadas por los 

beneficiarios con motivos de las causales indicadas en el artículo 1º de la presente ley. 

ARTÍCULO 5°.- 
Los beneficiarios deberán ingresar los aportes adeudados durante el periodo en que se encontraren cesantes debidamente actualizados y sin intereses para lo cual la Caja instrumentará un sistema para el pago contado de lo adeudado en concepto de aportes o de pago en cuotas, debitado del haber jubilatorio correspondiente. La retención de los cargos que correspondan, no podrá ser superior al veinte por ciento (20%) de las sumas a percibir mensualmente por los beneficiarios, y por un término máximo de 5 años. 

ARTÍCULO 6°.-
 Para el otorgamiento y liquidación del beneficio se considerará la expectativa del cesanteado desde el momento del cese hasta su edad jubilatoria para lo cual se establece como base de la misma la que corresponda al haber mínimo de dos (2) cargos o categorías por encima del que los cesanteados ocuparan en el momento de la comunicación de la interrupción de su carrera como funcionario judicial. 

ARTÍCULO 7°.- 
Los aportes que los peticionantes hubiesen realizado a otras Cajas del sistema de Previsión Social por motivo de sus actividades, conforme al régimen de reciprocidad, serán considerados para el cálculo correspondiente, deduciéndose de la deuda contraída con la Caja, facultándose a la misma a realizar los convenios pertinentes. 

ARTÍCULO 8°.-
Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley se imputarán a las partidas presupuestarias asignadas al Ministerio de Gobierno, Justicia y Educación, efectuándose las reestructuraciones presupuestarias correspondientes. 

ARTÍCULO 9°.- 
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente en el plazo de un (1) año a partir de su promulgación. 

ARTÍCULO 10°.- 
De forma 

FUNDAMENTOS

Señor Presidente;

La ley Nacional Nº 23.278 del año 1985 reconoce a los efectos jubilatorios los aportes realizados por personas que por motivos políticos o gremiales fueron dejadas cesantes, declaradas prescindibles o forzadas a renunciar a sus cargos públicos y privados durante el período de inactividad comprendido entre el momento en que cesaron en sus tareas y el 9 de diciembre de 1983. 

En ese marco legal, muchas personas en esas condiciones accedieron a sus beneficios jubilatorios, durante el año posterior a su promulgación que era el plazo establecido para ello. 

No obstante, es recién en ésta década que se han logrado los mayores avances en la instauración de sistemas indemnizatorios y jubilatorios que tienden, en general, a lograr el reconocimiento de esos años a quiénes fueron objeto de la barbarie de la dictadura. 

El presente proyecto, reconociendo a la Ley Nacional Nº 23.278 como antecedente directo y otras normas dictadas por legislaciones provinciales, considera especialmente a los magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial que fueron cesanteados por un gobierno de facto, sin el debido cumplimiento de las disposiciones de rango constitucional, que dan amparo a los principios de inamovilidad y estabilidad en el empleo que goza ese poder. 

Ellos vieron coartadas sus posibilidades de proyección y crecimiento en el plano laboral, económico y social, al ser cercenados arbitrariamente sus derechos, y si bien algunos pudieron acceder al beneficio indemnizatorio, aún existen otros que se encuentran indefensos a pesar del tiempo transcurrido. 

Es necesario entonces, ejercer un acto que se adecue a las circunstancias actuales y permita la reinserción de este sector en su función social, en condiciones de justicia y equidad. 

El régimen especial de jubilación que crea este proyecto en el art. 1º recepta el principio de que el derecho previsional tiene fundamentalmente en cuenta la protección del trabajador en su etapa existencial más difícil y sería ilógico mantener esta laguna legislativa dejando sin protección a todos aquellos que por las razones enunciadas se vieron privados de continuar su labor y en consecuencia efectuar sus aportes previsionales, con las consecuencias que ello trajo consigo. 

El proyecto establece pautas orientativas mínimas, que serán complementadas por la reglamentación correspondiente. 

Para ser beneficiario del sistema se solicita la presentación de las normas que prueben fehacientemente el ingreso y el egreso por las causas establecidas en el art. 1º, por lo que es importante de destacar que no se exigen métodos probatorios rigurosos para demostrar que se ha sido víctima de persecución política. 

Los aportes adeudados desde la fecha de egreso y hasta la edad jubilatoria vigente para el Poder Judicial, serán ingresados por el beneficiario, pudiendo optar entre el pago contado o en cuotas, debitados en una suma mensual que no supere el 20% de sus haberes y por un plazo máximo de 5 años. 

En caso de haber aportado a Cajas Profesionales o del estado nacional durante el periodo de cesantía, mediante Convenios a celebrar por la Caja de Jubilaciones y Pensiones, autoridad de aplicación, las sumas podrán ser restadas de su deuda por aportes total. 

Para el otorgamiento del beneficio se considera la expectativa del cesanteado, que habiendo perdido la posibilidad de continuar con su carrera, resulta evidente, no ha podido continuar la misma en forma normal, entendiéndose factible el ascenso durante ese periodo de dos (2) cargos o categorías por sobre la que los cesanteados ocuparan en el momento de la comunicación de la interrupción de su carrera como funcionario judicial. 

No podemos olvidar que muchas cesantías recayeron en aquellos jóvenes que se iniciaban en la carrera judicial por vocación y que 

seguramente nos hubieran asegurado a lo largo del tiempo un Poder Judicial preparado y plenamente identificado con los principios republicamos. 

Entendemos que es el momento de facilitar a este sector la posibilidad de integrar los aportes que en su oportunidad, causales objetivas le impidieron hacer, y permitirles a ellos gozar de una vejez digna y de la protección adecuada que la previsión social otorga. 

Por las razones solicitamos a los señores senadores el acompañamiento con su voto afirmativo. 

Tal disposición brindaría la definitiva reparación a quienes se han visto perjudicados con tales cesantías, ya que hoy se encuentra amparado su derecho a la reincorporación a los cargos de que fueran despojados. Y resulta de estricta justicia social y distributiva, reparar “in totum” los efectos de la arbitrariedad derivada de la acción injusta de los órganos del Estado. 

Tal legislación armoniza, así, con el espíritu reparador que anima al gobierno constitucional y democrático, que comprende a la administración pública nacional y provincial, de la que el Poder Judicial, debe considerarse, a los fines de esta ley, integrante. 

La sistemática proyectada, no mengua el erario público, desde que no constituye una reparación indemnizatoria, ni resta a las arcas de la Caja de Previsión Jubilatoria (Instituto de Previsión Social, I.P.S.) involucrada, toda vez que se prevé el necesario aporte del beneficiario, sin el cual carecería de sustento su pretensión jubilatoria. 

Gracias Señor Presidente

